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Discussion of individual cases (cont.) 

Discussion des cas individuels (suite) 

Discusión de los casos individuales (cont.) 

El Salvador (ratificación: 2006) 

Freedom of Association and Protection of the Right to Organise Convention, 1948 (No. 87)  

Convention (nº 87) sur la liberté syndicale et la protection du droit syndical, 1948 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) 

Chairperson – I am delighted to see you back today at this 16th sitting of our Committee. 
I hope that you had the opportunity to rest during Sunday because there is another very 
extensive week ahead of us. This morning we will continue our examination of the individual 
cases. On our agenda today: El Salvador – C.87; Peru – C.169; Spain – C.144; and Eswatini – C.87. 
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For your information, the verbatim PVs: Algeria – C.98 and Australia – C.122 are now 
available on the Committee’s web page. The Committee members may submit amendments 
to their own statement to the Committee secretariat by tomorrow, Tuesday, 11 June at 3 p.m. 

Before we start the examination of the individual cases, I would like to remind you to send 
your statements in advance by e-mail to the following address: can-interpret@ilo.org. This will 
greatly assist the work of the interpreters. Moreover, to facilitate their work, we would also be 
grateful if you could speak at a reasonable speed when delivering your statements. 

Now that our Committee is halfway through its work, I especially thank the interpreters. 
Their work contributes greatly to a better understanding of our sometimes highly technical 
discussions. 

The first individual case in our agenda is El Salvador on the application of the Freedom of 
Association and Protection of the Right to Organise Convention, 1948 (No. 87). 

I invite the Government representative of El Salvador, Mr Joel Adonay de Paz, Ministerial 
Office adviser, to take the floor. 

Representante gubernamental (Sr. DE PAZ FLORES) - Señor Presidente de la Comisión, 
miembros de la Comisión y demás representantes tripartitos presentes en la sala, reciban un 
fraternal saludo de El Salvador. Les traslado también un cordial saludo en nombre del 
Presidente Nayib Bukele y el Ministro de Trabajo Rolando Castro. 

Como país fundador somos respetuosos con los convenios internacionales de la OIT, su 
Constitución y sus mecanismos de control, como lo es esta Comisión. Por lo que, con la 
importancia que esta Comisión reviste, venimos a presentar nuestro informe sobre la 
implementación del Convenio. 

Para iniciar, queremos señalar que El Salvador está pasando por un proceso de 
transformación profundo. Por décadas, el país estuvo soterrado por el flagelo del crimen y las 
pandillas, tuvimos generaciones enteras que sufrieron los flagelos y las violaciones que 
realizaban estos grupos. 

Para muestra, según las cifras oficiales, en 2015 la tasa de homicidios llegó a ser 
106 homicidios por cada 100 000 habitantes, y por mucho tiempo estuvimos como el país más 
violento del mundo. Esto afectó profundamente a nuestro tejido social, fomentó la 
desintegración familiar, la migración irregular, profundizó la pobreza, el desempleo y la 
informalidad. También tuvo un impacto importante en la cultura, el esparcimiento y la 
educación. Generaciones de jóvenes no pudieron continuar sus estudios por razones de 
seguridad y porque fueron reclutados por estos grupos. 

Quiero decirles que, en El Salvador, hubo generaciones de niños y jóvenes que no 
supieron lo que era jugar libremente en un parque o reunirse a conversar con sus amigos en 
la calle frente de su casa. Que no supieron lo que era ir a visitar a un tío o a sus abuelos, por 
miedo a perder la vida. 

Nuestra sociedad estaba tan golpeada por este problema que normalizamos la violencia 
y aprendimos a sobrevivir con el miedo permanente de perder la vida, de sufrir la muerte de 
un familiar, de un padre, una madre, un hijo o un hermano. Siempre existió la pregunta en el 
imaginario colectivo, ¿cuántas generaciones más deberemos de perder para que El Salvador 
pueda superar este problema? Y déjenme decirles que la respuesta era siempre 
desalentadora. 

En El Salvador hemos lamentado la muerte de miles de personas honradas, jóvenes a 
quienes cegaron su futuro, niñas que fueron vejadas con lujo de barbarie que sería difícil de 
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expresar en este espacio. Al igual que lamentamos las muertes de sindicalistas, trabajadores 
y empleadores que fueron asesinados por las pandillas. 

El Gobierno del Presidente Nayib Bukele ha llevado adelante un exitoso plan de seguridad, 
que ha permitido disminuir dramáticamente la delincuencia y ha reducido la tasa de 
homicidios a un mínimo que nos posiciona como uno de los países más seguros del hemisferio, 
lo que ha dado a nuestra población un respiro y la posibilidad de soñar con un país libre y 
próspero, con más y mejores empleos, y un ejercicio pleno de la libertad sindical y de 
asociación. 

En este contexto, para nosotros es muy importante exponer lo referido a los asesinatos 
del Sr. Weder Arturo Meléndez Ramírez, quien fue empleado de la Alcaldía de San Salvador y 
del Sr. Victoriano Abel Vega, quien en vida fue empleado de la Alcaldía de Santa Ana; casos que 
como Estado lamentamos mucho. De hecho, en el caso del Sr. Meléndez fue el Gobierno 
salvadoreño quien elevó la queja a la OIT, porque tenemos la firme convicción de que ninguna 
muerte de un sindicalista debe quedar impune, y por ello necesitamos la visoria internacional, 
a fin de esclarecer las causas del asesinato. 

Como hemos adelantado en nuestros informes, ya hay resultados del caso. Las 
investigaciones han determinado que el asesinato fue perpetrado por miembros de las 
pandillas por motivos ajenos a su labor sindical. A partir de la información recabada por la 
Fiscalía General de la República y la Policía Nacional Civil, podemos informar que para ambos 
casos se han realizado investigaciones exhaustivas, dando como resultado el poder llevarlos a 
una etapa de individualización de los responsables. 

En el caso específico del Sr. Weder Meléndez, los involucrados son precisamente 
miembros de la pandilla 18 revolucionarios. En la madrugada del 20 de octubre de 2023, en un 
operativo conjunto entre las autoridades responsables, se procedió a la captura de 
15 pandilleros por el delito de homicidio agravado y agrupaciones ilícitas, entre ellos tres 
acusados de crímenes cometidos en los años 2020 y 2021, siendo uno de los casos el homicidio 
del Sr. Weder Meléndez. En tal sentido, estaremos brindando el debido informe definitivo al 
Comité de Libertad Sindical. 

Toda política pública tiene sus pros y contras; lo que se persigue es el máximo beneficio 
social. Esta apuesta por la seguridad en nuestro país se ha realizado con la menor cantidad de 
víctimas civiles y militares posible, lo que incluso ha generado sorpresa a nivel internacional 
pero principalmente recibe el apoyo de la inmensa mayoría de ciudadanos que ahora perciben 
un ambiente de seguridad. Esto no lo decimos nosotros, lo dicen las encuestas independientes 
de tanques de pensamiento de diferentes corrientes ideológicas, de universidades, y otros 
centros de estudio de la opinión pública. 

Ahora las preocupaciones son de orden económico y del costo de la vida, lo cual es 
normal. Antes, la preocupación principal era garantizar el derecho fundamental de la vida, 
ahora nos encontramos en una segunda fase de garantizar oportunidades de empleo decente 
para todos. Por ello, con un acuerdo renovado con el pueblo salvadoreño, el Gobierno 
emprende medidas de orden económico. 

Contar ahora con un país seguro está permitiendo incentivar el turismo interno y externo, 
la atracción de la inversión, la reducción de los costos en seguridad por parte de las empresas, 
así como condiciones de certidumbre jurídica para los empleadores y trabajadores. 

Este reto en materia económica y social requiere la confluencia de todos los actores y 
sectores. Se requiere la participación activa de los empleadores, de los trabajadores, de las 
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organizaciones de sociedad civil y de todos los salvadoreños. También requiere el apoyo y 
acompañamiento de los organismos internacionales como la OIT. 

Afortunadamente este llamado gubernamental a la unión ha sido escuchado y atendido 
por todos los sectores. El pueblo en su conjunto, los sectores sindicales y todas las gremiales 
empresariales han manifestado públicamente su respaldo al Gobierno y la anuencia para 
construir juntos un mejor El Salvador. 

En esa línea, hemos fomentado programas para conectar a las personas que buscan un 
empleo y a las personas que están requiriendo talento humano, modernizando nuestro 
servicio público de empleo y permitiendo la colocación de miles de trabajadores anualmente. 

Se han diseñado, además, programas que buscan apoyar a aquellos sectores que tienen 
mayores barreras de acceso al mercado laboral, como madres solteras, personas con 
discapacidad, jóvenes en su primer trabajo y personas mayores de 40 años en situación de 
desempleo. 

Estamos implementando programas de subsidio que permiten financiar la curva de 
aprendizaje de estas personas, como un incentivo a las empresas para contratar a talento 
humano de estos sectores. Hemos tenido miles de historias de éxito con estos programas. 

Por otra parte, se ha impulsado e institucionalizado el premio nacional al trabajo decente, 
que busca reconocer buenas prácticas en el cumplimiento de la normativa laboral nacional e 
internacional. La filosofía del premio es establecerse como un símbolo de distinción para todas 
las empresas, de tal forma que todas busquen alcanzar ese estándar y promover con ello una 
cultura de cumplimiento de la ley. 

Asimismo, se ha instaurado el premio nacional a la negociación colectiva, que reconoce 
la capacidad de diálogo entre los empleadores y los trabajadores para establecer mejores 
condiciones laborales, siendo la negociación colectiva una de las máximas expresiones de la 
libertad sindical. 

Se impulsó un proceso de modernización institucional que ha permitido estandarizar 
procesos y acercar los servicios a nuestros usuarios por medio de plataformas digitales como 
lo es la plataforma de oportunidades, que es una herramienta poderosa para la digitalización 
de servicios como lo es la intermediación laboral, el registro de las empresas, la entrega de 
contratos individuales de trabajo, reglamentos internos de trabajo, entre otros. Cualquier 
persona o empresa puede acceder a nuestra plataforma desde cualquier lugar del país. 

Como resguardo de los derechos de los trabajadores, hemos lanzado programas 
especiales de inspecciones orientados a verificar las condiciones de seguridad ocupacional en 
el sector de la construcción —teniendo un alto cumplimiento de las observaciones realizadas— 
y de inspecciones en el sector de trabajadores de plataformas de delivery —alcanzando 
garantías sociales de seguridad ocupacional para las y los trabajadoras—; hemos garantizado 
las condiciones laborales de futbolistas profesionales y empleados municipales; asimismo, 
hemos asegurado año tras año el debido pago del derecho al aguinaldo. 

Del mismo modo, hemos creado la plataforma S.O.S. Trabajadoras para atender 
denuncias referidas al acoso en el trabajo y tener un seguimiento de un equipo especializado 
de inspectoras formadas en la materia, además de nuestro servicio de inspecciones generales 
que responde ante cualquier denuncia por los diferentes medios disponibles para esto. 

Estamos por lanzar un moderno sistema de inspecciones para poder brindar no solo 
mejores condiciones a los inspectores, sino un espacio más eficiente para los empleadores y 
trabajadores para gestionar sus registros, observaciones y resoluciones. 
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Hemos luchado contra la migración irregular, tocando puertas y generando acciones de 
cooperación con otros países, recibiendo el reconocimiento de diferentes organismos. 

A nivel nacional, se ha creado el Instituto Salvadoreño de Pensiones, como un nuevo 
órgano tripartito institucionalizado y que promueve el cumplimiento de los estándares 
internacionales en materia de previsión social. 

Por otra parte, el Ministerio de Trabajo impulsó el diseño del Sistema de Información de 
Mercado Laboral (SIMEL), como una herramienta valiosa para transparentar y democratizar 
las cifras del mercado laboral y la orientación de políticas públicas basadas en evidencia. El 
SIMEL es un espacio valioso tanto para los empleadores, trabajadores, universidades, tanques 
de pensamiento y la sociedad civil en general. 

Agradecemos la cooperación técnica de la OIT en la implementación del SIMEL. Con ello 
El Salvador se ha convertido en un referente regional, siendo el primer país de Centroamérica, 
y el segundo de América Latina, en tener un sistema de información laboral que cumple con 
los estándares de los países desarrollados, dicho esto por la OIT. 

Lo anterior es solo una muestra de los progresos realizados en los últimos cinco años en 
materia laboral. El compromiso de El Salvador con la OIT es muy grande, muestra de ello es la 
ratificación de cinco convenios internacionales de la OIT. Esto había sido una deuda histórica 
con la clase trabajadora y su ratificación refleja el compromiso político de nuestro Gobierno 
con las normas internacionales del trabajo, ya que se convierten en fuente de derecho para 
impulsar el diseño de mejores políticas laborales en materia de seguridad social, negociación 
colectiva, protección de la maternidad, salud y seguridad ocupacional, así como la prevención 
del acoso y la violencia en el mundo del trabajo. Para su aplicación hemos solicitado la 
cooperación técnica de la OIT. 

En nuestro país se respeta la libertad sindical; prueba de ello es que han existido diversas 
manifestaciones o muestras de libertad de expresión a nivel masivo, donde la clase 
trabajadora ha marchado incluso junto a otros movimientos sociales sin importar la afinidad 
o los objetivos de las consignas. Estos no han sido reprimidos ni amedrentados por ningún 
medio. Por el contrario, respetuoso de la libertad sindical, el Gobierno ha facilitado 
acompañamientos policiales para resguardar la seguridad de los participantes, la apertura vial 
y el goce del uso de las plazas públicas sin restricción alguna. 

Por otro lado, en atención a los señalamientos respecto a la vigencia de las credenciales 
de los sindicatos, ya hemos informado nuestro propósito de llevar a cabo una reforma integral 
del Código del Trabajo para ampliar su vigencia, así como retomar otras libertades y garantías 
sindicales que han sido observadas por la Comisión de Expertos. No obstante, conscientes de 
que no se trata de un proceso corto, se creó la Oficina de Atención Sindical. Esta oficina ha 
bridado en el último año 12 278 asesorías laborales para sindicatos. Asimismo, se inscribieron 
526 juntas directivas de confederaciones, federaciones sindicales y seccionales, de las cuales 
15 se refieren a nuevas organizaciones sindicales, constando de 6 nuevas federaciones, 
2 nuevas confederaciones, 6 nuevos sindicatos y una nueva seccional sindical, mostrando un 
crecimiento en el movimiento sindical en el país. Estas credenciales han sido entregadas en un 
promedio máximo de cinco días hábiles, reduciendo incluso los 10 o 15 días informados en el 
periodo anterior. 

Como país expresamos nuestra apertura al diálogo y a la cooperación con la OIT. Somos 
conscientes de los desafíos presentes. Por ello, reafirmamos que continuaremos trabajando 
para superar estos desafíos, a la vez que destinaremos esfuerzos para cumplir con el mandato 
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constitucional de la OIT, los convenios ratificados y, por supuesto, nos comprometemos a 
seguir informando de nuestros avances. 

Estamos convencidos de que ahora tenemos un ambiente propicio para impulsar la 
generación de oportunidades y el bienestar de nuestra población y, por ello, invitamos a todos 
los actores sociales a unirse a este propósito. 

Chairperson – I give the floor to Mr Fernando Yllanes Martínez, Employer spokesperson, 
to make his statement. 

Miembros empleadores - En primer lugar, quisiéramos agradecer el informe brindado 
por el Gobierno ante esta Comisión. Muchos cambios, felicidades. Lamentablemente 
observamos que ninguna de estas modificaciones de las que nos han informado están 
relacionadas con las observaciones formuladas por la Comisión de Expertos y por esta 
Comisión. 

No obstante, y más allá de las explicaciones formuladas, debemos expresar desde este 
momento la profunda preocupación que nos genera la realidad que impera en este país, 
realidad que se refleja de cierta manera en el Informe de la Comisión de Expertos, que 
continúa destacando graves incumplimientos por parte del Gobierno, ahora con respecto a la 
aplicación del Convenio. 

El Salvador ratificó este Convenio en 2006 y, si bien es la primera vez que se discute en 
esta Comisión un caso en relación a este Convenio, la Comisión de Expertos ha realizado ya 
observaciones en seis ocasiones desde 2009, y tan solo en 2023 estuvimos aquí mismo 
discutiendo en esta sala los distintos incumplimientos que se destacaron en el Informe de la 
Comisión de Expertos en relación con el Convenio sobre la consulta tripartita (normas 
internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144), en donde se mencionaron hechos, omisiones y 
circunstancias que evidentemente están plenamente vinculados con este caso, es decir, con el 
Convenio núm. 87, como lo reconoce la propia Comisión de Expertos, y que muestran una 
conducta de incumplimiento reiterada por parte del Gobierno, a pesar de la intención que nos 
ha expresado de cumplir cabal y formalmente con los compromisos adoptados. 

No está de más insistir en que varios de los hechos vinculados a este caso se han debatido 
en el marco de los informes relativos a la falta de cumplimiento del Convenio núm. 144 por 
parte de la Comisión de Expertos y que han sido abordados en esta Comisión en seis ocasiones: 
en 2017, 2018, 2019, 2021, 2022 y 2023, y los temas son recurrentes, lamentablemente. 

Resulta pertinente recordar algunas de las conclusiones más relevantes que se 
pronunciaron por parte de esta Comisión en la citada Conferencia de 2023, en relación a 
aspectos que afectan la libertad de asociación y hechos que corresponden a los actos que 
impiden el legítimo ejercicio de este derecho y que constituyen una intervención que lo limita 
y entorpece. 

Precisamente al inicio de las citadas conclusiones, como primer punto se instó al Gobierno 
al cese inmediato de todo acto de violencia, amenaza, persecución, estigmatización, 
intimidación o cualquier otra forma de agresión contra personas u organizaciones en relación 
tanto con el ejercicio de actividades sindicales legítimas como de las actividades de las 
organizaciones de los empleadores, y a que tomara medidas para garantizar que dichos actos 
no se repitan, en particular en lo que se refiere a la organización más representativa de 
empleadores del país: la Asociación nacional de la Empresa Privada (ANEP) y sus entidades 
afiliadas. Sobre estos temas no hemos escuchado ninguna explicación por parte del Gobierno, 
y de verdad lo lamentamos. 
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Al respecto, esta Comisión ha venido sosteniendo que «el pleno respeto de las libertades 
civiles es un elemento fundamental para el ejercicio de la libertad sindical» y que «los derechos 
conferidos a las organizaciones de trabajadores y empleadores solo pueden alcanzarse en un 
contexto de respeto y garantía de los derechos civiles y políticos, como la libertad de expresión, 
la seguridad de las personas y los derechos a la defensa y el debido proceso, como garantía 
de la prohibición de detenciones arbitrarias». Lamentamos que, hasta ahora, el Gobierno, en 
perjuicio de las libertades mencionadas, no haya actuado como se le requirió por parte de esta 
Comisión, y que, en consulta con los interlocutores sociales, hubiese tomado cuanto antes 
todas y cada una de las medidas a que se le instó por parte de esta Comisión en 2023. Por 
tanto, pedimos que se le reitere este llamado para que lo ejecute de manera urgente e 
inmediata. Debemos aprovechar esta buena disposición que nos ha expresado el Gobierno de 
dar cumplimiento a esto. 

Adicionalmente, debemos solicitar al Gobierno que proporcione información detallada, 
indicando las medidas tomadas para garantizar que no se repitan otros actos de hostilidad e 
interferencia en contra de las organizaciones de trabajadores y empleadores y muy en lo 
particular de la ANEP, sus afiliadas y dirigentes, y que garantice el pleno respeto a la libertad 
de los empleadores para constituir las organizaciones que estimen convenientes, organizar su 
administración y actividades y formular su programa de acción sin intervención de las 
autoridades públicas y sin amedrentamientos. 

Los empleadores expresamos enfáticamente nuestra preocupación porque después de 
mucho tiempo seguimos observando falta de progreso en la investigación de homicidios de 
dirigentes sindicales, la propuesta de reforma al Código Penal y que, en general, falta 
cumplimiento de los compromisos adoptados voluntariamente ante esta Organización. De ahí 
la necesidad de establecer una misión de contactos directos para garantizar el cumplimiento 
cabal de los Convenios que hasta ahora está injustificadamente pendiente. 

El Gobierno nos ha manifestado que ellos están siempre dispuestos a recibir el 
acompañamiento de organizaciones como la OIT y esta propuesta va de la mano con ese 
interés de cumplimiento que nos ha expresado el Gobierno, si bien no hemos tenido avances 
en la parte medular. 

Solo para enfatizar la pertinencia de esta solicitud, queremos recordar que el Gobierno, 
en su participación del año pasado, reafirmó textualmente el «inquebrantable compromiso de 
El Salvador con los valores y principios de la OIT», de tal suerte que el acompañamiento de 
esta Organización y de los especialistas resulta clave. 

En cuanto a los artículos 2 y 3 del Convenio, nos hacemos eco del pedido de la Comisión 
y urgimos al Gobierno a que adopte medidas.  

Con relación a las consideraciones expresadas por la Comisión de Expertos en relación 
con el derecho de huelga, no haremos ninguna expresión. Recordamos, sobre esto, nuestra 
posición y pedimos que no se toque en las conclusiones de la Comisión. 

Observamos una serie de brechas que merecen el cumplimiento urgente. En particular, 
hacemos un llamado al Gobierno para hacer un mayor esfuerzo y avanzar en la reforma 
legislativa planteada. 

Los empleadores tomamos nota de las referencias del Gobierno sobre una serie de 
reformas constitucionales y legislativas, incluida una reforma al Código del Trabajo, que según 
nos dicen se encuentra en estudio en el seno de la Asamblea Legislativa. Al respecto, 
solicitamos al Gobierno que provea información detallada sobre el contenido y el estado del 
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trámite parlamentario de estas reformas, así como sobre los procesos de consulta llevados a 
cabo con las organizaciones representativas de los empleadores y de los trabajadores. 

También tomamos nota de las referencias a las credenciales y registros que ha 
mencionado el Gobierno, sin embargo, urgimos que, en consulta con las organizaciones, tome 
las medidas necesarias para revisar las reglas aplicables a la inscripción de las juntas directivas 
para garantizar el derecho de las organizaciones a constituirse libremente. 

Reiteramos nuevamente nuestro agradecimiento al Gobierno de El Salvador por la 
información proporcionada, insistimos en nuestra enorme preocupación en este caso y que 
los hechos aquí discutidos en base a lo señalado por la Comisión de Expertos son de hace 
mucho tiempo y merecen la atención urgente del Gobierno, así como del seguimiento por 
parte de este Comité y otros mecanismos de control de la OIT. De la mayor importancia, e 
incluso urgente, es que el Gobierno reciba asistencia técnica de la Oficina para fortalecer sus 
capacidades y llevar adelante las consultas efectivas con las organizaciones más 
representativas e independientes de empleadores y trabajadores. 

Antes de terminar quisiéramos hacer del conocimiento de la sala que hemos tomado nota 
de otros hechos que revelan una actitud contraria a lo que aquí nos expresa el Gobierno, al 
«inquebrantable compromiso de acompañar los valores y principios de la OIT» del que hace 
gala, mención que nos llena de tranquilidad. Pero no hay una coincidencia entre lo que nos 
dice el Gobierno y lo que sucede. 

Hace treinta años se creó el Instituto Salvadoreño de Formación Profesional (INSAFORP), 
de conformación tripartita y financiado con aportaciones de los empleadores equivalentes al 
1 por ciento de la nómina del sector formal. Este organismo fue recientemente disuelto por el 
Gobierno, en diciembre del año pasado, y sustituido por uno nuevo, solo que ahora dirigido 
únicamente por el Gobierno, sin el involucramiento de los sectores. Aun cuando se mantiene 
la aportación económica de parte de los empleadores, solamente se va a destinar el 20 por 
ciento de esos recursos a la formación. Esto tiene una serie de problemas en sí mismo puesto 
que se elimina la participación de los trabajadores y de los empleadores, y se reduce la 
aplicación de recursos para aspectos relacionados con la formación. 

Me reservo para hacer algunas observaciones adicionales en mi segunda intervención. 

Chairperson – I give the floor to Mr Marc Leemans, Workers’ Vice-Chairperson to make 
his statement. 

Worker members – This is the ninth consecutive time that our Commission examines a 
case from El Salvador. In the past nine years, we have analysed the compliance with 
Convention No. 87 on two occasions, in 2015 and 2016, be it with another Government. 

In our last analysis of El Salvador, regarding issues related to Convention No. 144, the 
Workers’ group noted some progress made by the Government. In particular, we welcomed 
the ratification of several ILO Conventions in response to demands from Salvadoran trade 
union organizations. Many of these positive steps were a consequence of the High-Level 
Tripartite Mission of the ILO that took place in May 2022. However, since then, we regret that 
several commitments made by the Government have not been fulfilled. 

The Committee of Experts once again mentions the lack of concrete progress regarding 
the murder of union leader Victoriano Abel Vega in 2010. The Committee on Freedom of 
Association has also urged the Government and the competent authorities to make every 
effort to identify and sanction those materially and intellectually responsible for this crime. 
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For several years, the Committee of Experts has requested the Government to take 
necessary measures to review various constitutional and legislative provisions that do not 
comply with the Convention. Among the legislative changes recommended by the Committee 
of Experts are articles 219 and 236 of the Constitution and article 73 of the Civil Service Law, 
which exclude certain categories of public servants from the right to unionize. Also, article 211 
of the Labour Code establishes the need for a minimum of 35 members to form a workers’ 
union. 

Additionally, the requirement to be a Salvadoran by birth to be a member of a union’s 
board of directors hinders the organization of migrant workers, particularly in sectors where 
they are more present, such as the construction industry and the agricultural work.  

One of the greatest obstacles to the exercise of trade union freedom, and which has been 
the subject of conclusions from our Commission for several years, is the requirement 
established in the Labour Code that obliges workers’ organizations to renew the composition 
of their boards of directors every 12 months. For many workers’ organizations, the credential 
extension process lasts up to 9 months, causing various hardships, including the inability to 
request labour inspections, not being authorized to collect union dues, immobilization of their 
bank accounts, and even the inability to negotiate collectively. 

The Committee on Freedom of Association has made specific recommendations 
regarding the excessive requirements for the registration and delivery of credentials to union 
executive councils, such as the submission of copies of unique identity documents and pay 
stubs to verify if board members are Salvadoran by birth or to verify the type of contract linking 
the worker. But to date, none of these recommendations have been implemented. 

The Government indicates that the aforementioned constitutional and legislative reforms, 
including a reform of the Labour Code, are under study in the Legislative Assembly. However, 
it is very concerning that the Labour Committee of the Legislative Assembly was dissolved on 
1 June 2024, ten days ago. To date, it is not known which of the new committees will handle 
the issues that were previously under the jurisdiction of that committee. Therefore, any reform 
to the legislation or constitution that was in the dissolved committee could be shelved, as often 
happens in such cases. 

At the June 2023 meeting, our Committee urged the Government to reactivate the full 
functioning of the Superior Labour Council and other tripartite bodies. In particular, it was 
requested that the Government ensures the development and adoption of clear, objective, 
predictable, and legally binding standards to guarantee their effective and independent 
functioning, without any external interference. 

However, according to information we have received from the country’s social partners, 
the Superior Labour Council has not met since its session on 5 May 2022, when it was attended 
by the High-Level Tripartite Mission of the ILO. 

Moreover, in other tripartite instances, such as the Salvadoran Social Security Institute, 
there has been no union representation since June 2023. The INSAFORP was completely 
dissolved, and in its place, a new organization was created with only Government 
representation. 

The effective application of the Convention by El Salvador remains deficient. Serious 
legislative restrictions and practices continue to limit trade union freedom and the right of 
workers to organise. Excessive bureaucratic requirements and the lack of genuine social 
dialogue have hindered the development of a truly free and autonomous trade union 
environment.  
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Therefore, it is urgent that the Government takes concrete measures to eliminate these 
barriers and to ensure that all workers, without discrimination, can fully exercise their freedom 
of association rights.  

Chairperson – There are 19 speakers registered to take the floor. In this regard I would 
like to inform all delegates that the Officers of the Committee have decided to reduce the 
speaking time for individual members of the Committee from five to three minutes.  

Now I invite Mr Francisco Ayala Cortez, Workers’ delegate from El Salvador. 

Miembro trabajador, El Salvador (Sr. AYALA CORTEZ) - Agradecemos al Gobierno, 
trabajadores y empleadores, y los voceros de los respectivos sectores por sus informes y 
posiciones compartidas. 

Este día, me refiero a ustedes como representante de la Unidad Sindical Salvadoreña, la 
organización que aglutina a la gran mayoría de las organizaciones sindicales, federaciones y 
confederaciones legalmente acreditadas en El Salvador, quienes representamos al auténtico 
movimiento sindical y los principios integrales del sindicalismo en El Salvador. 

Inicialmente, como sector laboral tuvimos que lamentar en el año 2020 el asesinato de 
nuestro compañero y líder sindical Weder Arturo Meléndez Ramírez, por lo cual hemos exigido 
al Gobierno el esclarecimiento de su muerte y además la condena de sus responsables. 
Queremos externar nuestro reconocimiento por las investigaciones exhaustivas realizadas por 
las autoridades competentes que han llevado [a dar] con los asesinos del compañero, 
procediendo a la captura de los responsables. También esperamos que se proceda a delimitar 
las responsabilidades conforme a la ley y se impongan las penas correspondientes al crimen 
cometido. Por lo que esperamos que el Gobierno pueda darle seguimiento y conclusión. 
Igualmente para el caso del compañero Victoriano Abel Vega. 

Para nosotros ese resulta ser un elemento representativo en torno a la libertad sindical 
de El Salvador, pues lamentamos históricamente este mal endémico que representaron las 
pandillas en nuestro país, que han cobrado tantas víctimas inclusive la de los compañeros del 
movimiento sindical, por lo que las medidas de seguridad implementadas están reforzando 
también el ejercicio del pleno derecho de la libertad sindical. 

Como movimiento sindical auténtico queremos reconocer la lucha frontal que el Gobierno 
de El Salvador ha llevado a cabo contra la delincuencia, que está liberando a nuestro país del 
cáncer de las pandillas, que por tantos años llevaron dolor y luto a las familias salvadoreñas. 
Somos nosotros los que hemos visto fallecer a muchos compañeros de trabajo o familiares a 
manos de las pandillas, nuestros compañeros trabajadores son los que exponían su vida día a 
día para ir a su trabajo o realizar sus actividades cotidianas. Por lo que el incremento de la 
seguridad no solo beneficia a la sociedad en su conjunto, sino principalmente a los 
trabajadores y sus familias. De igual manera facilita el ejercicio sindical en un ambiente de 
seguridad. 

Prueba de lo anterior, el pasado 1.º de mayo, por segundo año consecutivo después de la 
pandemia de COVID-19, realizamos una masiva marcha en conmemoración de los mártires 
que a lo largo de la historia han ofrendado su vida por mejores condiciones laborales. 

Quiero recordarles, sobre todo a aquellos representantes sindicales que tienen larga 
trayectoria acá, que eso no era posible cinco o diez años atrás, pues el movimiento sindical era 
reprimido; no obstante, quienes ahora señalan la situación como grave, en ese entonces no 
alzaron la voz para denunciar lo que sucedía, queremos creer que era por el mismo miedo que 
nosotros sentíamos y no por beneficios personales. 
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Actualmente, en El Salvador, podemos afirmar que hay un respeto a la actividad sindical, 
y que no hay un enfoque de represión, lo que permite al movimiento sindical participar en 
instancias de diálogo a fin de contribuir en el desarrollo económico y social del país. En este 
sentido, lamentamos profundamente que existan movimientos que usan el nombre del 
sindicalismo para promover discursos de odio a nivel interno y ante la comunidad 
internacional. 

Queremos hacer de conocimiento que, como movimiento sindical auténtico, no 
respaldamos el accionar de un pequeño grupo de sindicalistas que han realizado amenazas a 
la vida de funcionarios o los han amedrentado para alcanzar fines políticos y privados; lo cual 
no representa los valores sindicales. Nosotros creemos que es importante promover el diálogo 
y la concertación, por lo que, además, instamos al Gobierno a continuar con las medidas 
implementadas. 

El año pasado, en este mismo espacio, nuestro representante de la Unidad Sindical 
Salvadoreña resaltó la existencia e hipocresía de la representación del sector empleador, que 
utilizaban y politizaban este espacio. Para nosotros eso dejó de ser un motivo de incomodidad, 
y se ha convertido en un motivo de frustración, debido a que a nivel nacional se han publicado 
una gran cantidad de notas en periódicos privados, que señalan que el movimiento sindical 
acusa esto, acusa lo otro, no obstante, esa es la voz de una minoría patrocinada por la ANEP; 
incluso en esas notas se informa que se han reunido con entidades de la OIT, pero nosotros 
como movimiento sindical auténtico no hemos sido considerados en esos espacios. Es por ello 
que hago eco al llamado que hicimos hace un año, a poder considerar al movimiento sindical 
auténtico, en los espacios de discusión internacional y en los relativos a El Salvador. 

Valoramos que en el ámbito nacional se reconozca la labor sindical, por medio de 
reconocimientos que promueven el trabajo decente y la negociación colectiva. 

Asimismo, exhortamos al Gobierno a seguir realizando apuestas estratégicas para el 
crecimiento económico con el enfoque de generación de empleo. Como clase trabajadora 
auténtica siempre velaremos por el progreso de los más desfavorecidos, por ello confiados en 
que el ambiente de seguridad sea un factor determinante para el impulso de la economía, para 
lo cual alentamos a los representantes del sector empleador que aún no se suman a este 
esfuerzo de país, dejen a un lado los intereses políticos-partidarios y apuesten más por el 
desarrollo. 

Del mismo modo solicitamos al Gobierno de El Salvador ratificar el Convenio sobre el 
marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187), pues estamos 
comprometidos a luchar por la mejora continua de la seguridad y salud de nuestros 
compañeros trabajadores. A la vez que agradecemos los progresos en esta materia realizados 
por los empleadores del sector de la construcción quienes han acatado las recomendaciones 
y solicitudes de los trabajadores, reduciendo en el último año la accidentalidad en ese sector, 
además de ser una muestra de una buena voluntad de respetar los derechos fundamentales 
de los trabajadores y regular las relaciones laborales para acceder y mantener la paz laboral. 

Reconocemos la creación del SIMEL, el primero en Centroamérica y segundo en América 
Latina, el cual sirve para democratizar y transparentar la información, que conlleva a la toma 
de decisiones. 

Hacemos un llamado al sector empleador, trabajador y Gobierno a sostener un diálogo 
permanente, en un marco de transparencia, respeto y reconocimiento mutuo, con el fin de 
mejorar las condiciones laborales de los trabajadores salvadoreños, lo cual es una visión 
compartida; garantizando la estabilidad laboral, la libertad sindical y de asociatividad. 
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Solicitamos el impulso de las reformas respecto al actual Código del Trabajo para 
garantizar la vigencia oportuna de la legalidad de los sindicatos. Sin embargo, reconocemos 
con beneplácito la eficiencia en la entrega de credenciales por el Departamento de 
Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo con la implementación de la Oficina de 
Atención Sindical, ya que gracias a eso nuestros compañeros sindicalistas han recibido 
asesorías y orientaciones, coadyuvando a poder contar con nuestras credenciales en un 
intervalo de cinco a diez días. 

Respetables miembros de la Comisión, como Unidad Sindical Salvadoreña podemos 
decirles con firmeza que, si bien existen desafíos en nuestro marco jurídico, el sindicalismo en 
El Salvador va en aumento, cada vez se suman más sindicatos, seccionales o federaciones, por 
lo que esto nos llena de esperanza. 

Como sector trabajador, refrendamos nuestro compromiso para trabajar de la mano en 
la construcción de condiciones laborales dignas para los trabajadores y así alcanzar un mejor 
El Salvador y reiteramos nuestro ferviente llamado al resto de organizaciones sindicales, 
empleadores y también Gobierno, a abstenerse de discursos políticos que lo único que hacen 
es frenar la concertación nacional. 

Asimismo, reiteramos nuestra fraterna solicitud a las organizaciones internacionales de 
trabajadores y a las autoridades de la OIT, a escuchar la voz de todo un movimiento sindical 
unido y no de un reducido sector. Hacemos extensa finalmente una invitación al Gobierno y a 
la OIT a poder concertar medidas de asistencia técnica para poder atender nuestras solicitudes 
y fortalecer aquellos aspectos positivos que hemos reconocido. 

Chairperson – Now I give the floor to Ms Elise Lizin, the representative of Belgium, 
speaking on behalf of the European Union. The floor is yours. 

Government member, Belgium (EU) (MS LIZIN) – I have the honour to speak on behalf 
of the European Union (EU) and its Member States. The candidate countries North 
Macedonia, Albania, Montenegro, Republic of Moldova and Ukraine, and the European 
Free Trade Association (EFTA) country Norway, member of the European Economic Area, align 
themselves with this statement. 

The EU and its Member States are committed to the respect, protection, and fulfilment of 
human rights, including labour rights. We promote universal ratification and effective 
implementation of fundamental ILO Conventions and support the ILO in developing and 
promoting international labour standards and supervising their application. 

The EU and its Member States stand with the people of El Salvador and are committed to 
strengthening our political and trade ties, as well as our important cooperation portfolio. The 
EU-Central America Association Agreement provides a framework for further developing our 
partnership, including through cooperation on trade, sustainable development and the 
effective implementation, in law and practice, of the fundamental ILO Conventions. 
Furthermore, we have established a Memorandum of Understanding on Bilateral 
Consultations, which will allow for intensified bilateral engagement and dialogue with El 
Salvador.  

We note with concern the allegations brought forward by the ANEP, concerning the 
defamation and intimidation of the organization and of its President. Despite the requests of 
the Committee on Freedom of Association and this Committee, which have already examined 
this issue in 2022 and 2023, continued interference by the Government with the organization 
is reported by the International Organisation of Employers in its submission from 
November 2022. We understand that open public hostilities against ANEP have ceased over 
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the last year, nevertheless interference in the autonomy of the organisation continues. The 
previous acts of intimidation seem to have effectively diminished the role of ANEP. We also 
note that no employers’ representative has been accredited as part of the delegation of 
El Salvador. We request the Government to indicate which measures it has taken to re-
establish an open dialogue with ANEP and to stop interfering in its activities.  

Regrettably, we note the lack of tangible progress in the investigation of the murder of 
trade union leader Victoriano Abel Vega, and the lack of information on progress in the 
investigation into the murder of Weder Arturo Meléndez Ramírez, despite the continued 
requests of the Committee on Freedom of Association. We call on the Government to deploy 
all necessary efforts to identify the instigators and the perpetrators and conclude the 
investigation. In this regard, we note the Government’s proposal to reform the Criminal Code, 
with a view to improving the protection of freedom of association for trade union leaders and 
members. We echo the call of the Committee of Experts to provide information on the progress 
achieved on this matter.  

We call on the Government to make meaningful progress on long-pending legislative 
reforms in order to amend several legislative and constitutional provisions, in consultation 
with social partners, on all matters referred to by the Committee of Experts to abolish 
restrictions to freedom of association and the right to organise.  

The Government indicates that several of the proposed constitutional and legislative 
reforms are under examination by the Legislative Assembly. The Government mentions the 
establishment of a Trade Union Office, which has facilitated the issuing of trade union 
credentials and registrations. We however echo the Committee’s call to stop the delayed 
issuing of credentials for workers’ and employers’ organizations, including ANEP. We 
furthermore encourage the Government to simplify the requirements for the registration of 
unions and as regards the prison sector to ensure the full recognition of the right to organise 
of workers. We note and welcome the commitment of the Government to undertake these 
reforms and its intention to continue engaging in dialogue with social partners. 

The EU and its Member States remain committed to a joint constructive engagement with 
El Salvador, with the aim to strengthen the Government’s capacity to address the issues raised 
in the Committee of Experts’ report.  

Chairperson – I give the floor to Mr Fernando Espinosa Olivera, representative of Mexico, 
speaking on behalf of GRULAC countries. 

Miembro gubernamental, México (Sr. ESPINOSA OLIVERA) - Realizo esta intervención 
en nombre de una mayoría del Grupo de los Estados de América Latina y el Caribe (GRULAC). 

Agradecemos la retroalimentación brindada por el Gobierno de la República de El 
Salvador, relativa al cumplimiento del Convenio. 

Valoramos la información proporcionada en relación al esclarecimiento del asesinato del 
sindicalista, el Sr. Weder Arturo Meléndez, y alentamos al Gobierno de El Salvador a seguir 
reforzando las medidas de protección legal de los sindicatos salvadoreños. 

Tomamos nota de los avances reportados por el Gobierno de El Salvador y los invitamos 
a seguir garantizando la seguridad jurídica de los trabajadores y empleadores, así como a 
mantener presente los estándares de la Constitución de la OIT y sus convenios ratificados en 
todas las medidas que adopten a nivel nacional. 
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Asimismo, agradecemos la información proporcionada relativa a los esfuerzos realizados 
por el Gobierno de abrir oportunidades de empleo a grupos en situación de vulnerabilidad y 
su compromiso de dar cumplimiento a sus convenios recién ratificados en junio de 2022. 

Por todo lo anterior, alentamos el compromiso de El Salvador con la aplicación del 
Convenio y animamos a la Oficina Internacional del Trabajo a continuar facilitando 
cooperación técnica al Gobierno de El Salvador. 

Chairperson – Now I give the floor to Ms Juliana Manrique Sierra, Employers’ delegate 
from Colombia. 

Miembro empleadora, Colombia (Sra. MANRIQUE SIERRA) - En primer lugar, es 
importante tener en consideración que esta es la séptima vez que se analiza el cumplimiento 
del Gobierno de El Salvador de los convenios de la OIT en el marco de esta Comisión. Ahora es 
por el Convenio núm. 87. 

El año pasado esta misma Comisión presentó una serie de conclusiones, pero 
lamentablemente persisten las graves quejas presentadas por los empleadores. 

En ese sentido, me permito referirme a dos aspectos del caso. 

La Comisión de Expertos en su informe sobre el cumplimiento del Convenio núm. 87 hace 
referencia al Convenio núm. 144, en particular al artículo 2, en el que se indica el compromiso 
de realizar consultas efectivas y tiene como fundamento básico el diálogo social, que 
constituye una herramienta esencial para la construcción de propuestas conjuntas entre 
trabajadores, empleadores y Gobierno. 

Reiteramos que es de la mayor importancia que las consultas se realicen en un marco de 
buena fe y confianza, y se permita a los empleadores y los trabajadores expresar sus opiniones, 
análisis y propuestas para lograr verdaderos consensos y avanzar en la búsqueda del 
mejoramiento de las relaciones laborales a través del diálogo social. Estas consultas solo 
pueden realizarse respetando la libertad de las organizaciones de empleadores, y eso requiere 
que el Gobierno reconozca a la ANEP como la organización más representativa de los 
empleadores de El Salvador. 

En segundo lugar, sobre los representantes de los trabajadores y empleadores, es preciso 
resaltar que estos deben ser elegidos libremente y estar representados en pie de igualdad, 
como establece el Convenio núm. 87 y el Convenio núm. 144 en su artículo 3. 

La Comisión de Expertos ha indicado en reiteradas oportunidades que corresponde a las 
organizaciones de trabajadores y de empleadores la determinación de las condiciones de 
elección de sus dirigentes, y las autoridades deberían abstenerse de toda injerencia indebida 
en el ejercicio de este derecho. 

Es por lo anterior que observamos con preocupación que el Gobierno, por una parte, 
continúe desconociendo la ANEP como la entidad más representativa de los empleadores en 
El Salvador y, por otro lado, no se haya acreditado a los empleadores para participar en esta 
Conferencia, desconociendo el espíritu de la Constitución de la OIT y negando el derecho a la 
organización más representativa de empleadores de nombrar a sus delegados. 

Este incumplimiento se inscribe en un ambiente contrario a las libertades y, en particular, 
a la libertad de asociación en El Salvador. 

En conclusión, solicitamos al Gobierno que, en respeto y cumplimiento del Convenio 
núm. 87 y con la asistencia técnica de la OIT, respete la libertad de asociación y reconozca a 
la ANEP como la organización de empleadores más representativa. 



 CAN/PV.14 15 
 

Chairperson – Now I give the floor to Ms Ana Rolón, representative of Paraguay. 

Miembro gubernamental, Paraguay (Sra. ROLÓN) - En primer lugar, el Paraguay 
reconoce el trabajo realizado por el Gobierno de la República de El Salvador para proporcionar 
información relativa el cumplimiento del Convenio. 

Asimismo, el Paraguay valora los esfuerzos y todas las medidas adoptadas para el 
esclarecimiento del asesinato del sindicalista Sr. Weder Meléndez y exhorta al Gobierno de El 
Salvador a seguir garantizando la protección legal de los sindicatos. 

Igualmente, destacamos los avances presentados por el Gobierno de El Salvador para 
alinear sus acciones a los estándares de la Constitución de la OIT y los convenios ratificados. 

Así también, resaltamos la información brindada sobre las iniciativas empleadas para 
proveer oportunidades de empleo a grupos en situación de vulnerabilidad y el compromiso de 
dar cumplimiento a los convenios ratificados en junio de 2022. 

Finalmente, apreciamos el compromiso de El Salvador con la aplicación del Convenio y 
animamos a la OIT a continuar con la facilitación de cooperación técnica a todos los miembros 
para avanzar en la implementación de los distintos convenios. 

Chairperson – Now I give the floor to Armando Urtecho López, Employers’ delegate from 
Honduras. 

Miembro empleador, Honduras (Sr. URTECHO LÓPEZ) - Como representantes del sector 
empleador nos preocupa el camino que está tomando el diálogo social en El Salvador, donde 
no logramos ver respeto a las organizaciones más representativas de los empleadores y 
trabajadores, con ello desconociendo que el diálogo social es el único mecanismo que puede 
contribuir a la legitimación y el fortalecimiento de la democracia. 

La OIT debe fomentar el diálogo institucionalizado y la concertación social para la 
construcción de consensos que faciliten un proceso de desarrollo con inclusión y justicia social, 
a partir de la promoción del trabajo decente para todos, es por esto que pedimos que se 
respete el derecho al diálogo social de las organizaciones más representativas en El Salvador 
y en este caso de la ANEP, organización que ha venido siendo excluida de los distintos espacios 
tripartitos de consulta, como es el reciente caso sobre el cierre del INSAFOR el cual fue cerrado 
mediante decreto, y fue creada una nueva institución de formación profesional sin la 
representación de los empleadores y de los trabajadores. 

Durante los últimos años la Comisión ha venido examinando el caso de El Salvador, sin 
mostrarse ningún avance sobre el funcionamiento del diálogo social, en donde se continúan 
manifestando las mismas violaciones al Convenio núm. 144, mismas que enumero a 
continuación: 

1) no se han puesto en funcionamiento las estructuras y procesos efectivos de consulta 
tripartita, adoptando el Gobierno de El Salvador un papel pasivo en forma intencional, lo 
cual ha generado un clima político incierto en cuanto a las políticas de desarrollo y 
progreso social; 

2) se ha ejercido una política de descrédito en contra de la ANEP, con el propósito de 
debilitarla como organización, y 

3) el Gobierno de El Salvador ha incumplido con su obligación de consultar a la ANEP como 
organización más representativa del sector empleador, violentando con ello lo 
establecido en el artículo 5 del Convenio núm. 144. 
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Es por lo antes expuesto que pedimos a esta Comisión que tome medidas efectivas a fin 
de garantizar que se respete la autonomía de la ANEP como la organización más 
representativa del sector empleador de El Salvador y de esta forma poder participar en forma 
plena en las distintas instancias de diálogo y consulta tripartita. 

Chairperson – Now I give the floor to José Olivera, Workers’ delegate from Uruguay. 

Miembro trabajador, Uruguay (Sr. OLIVERA) - El Informe de la Comisión de Expertos no 
tiene otra alternativa que repetirse en torno a los mismo hechos e incumplimientos a las 
normas internacionales sobre libertad sindical, causados por la omisión responsable de los 
Gobiernos que se han sucedido en el país. 

Esta larga y reiterada serie de obstáculos al ejercicio pleno de la libertad sindical 
comprende desde violaciones graves al derecho a la vida y a la seguridad, así como reformas 
legislativas siempre anunciadas y nunca realizadas que han cristalizado en un régimen jurídico 
fuertemente limitativo de la actividad sindical. 

Existen dispositivos presentes a lo largo y ancho de la legislación, y en algunos casos en 
la propia Constitución, que constituyen cortapisas insalvables para el desarrollo de las 
organizaciones sindicales. 

Nos referimos, por ejemplo, a la exclusión de ciertas categorías de funcionarios públicos 
del derecho de sindicación, a la prohibición de la afiliación de trabajadores y trabajadoras a 
más de un sindicato, a la necesidad de contar con un mínimo de 35 miembros para constituir 
un sindicato, a la certificación por parte del empleador de la condición de asalariado durante 
el proceso de registro de aquellos trabajadores que impulsen la creación de un sindicato, a las 
diversas maneras de limitar el derecho de huelga, etc. 

Conocemos también, largamente, el argumento y la promesa acerca de la existencia de 
un proceso de reforma legislativa que nunca llega a su término y sabemos de la proximidad 
de la convocatoria, siempre demorada, a los ámbitos tripartitos como el Consejo Superior del 
Trabajo y el Consejo Nacional del Salario Mínimo. 

No quedan fuera de este elenco las observaciones de la Comisión de Expertos que 
recogen las recomendaciones del Comité de Libertad Sindical sobre la exigencia de requisitos 
desmedidos para la inscripción y entrega de las credenciales a las juntas directivas de 
sindicatos, tales como la presentación de copia de los documentos de identidad y de boletas 
de pago para verificar si los miembros de las juntas directivas son de nacionalidad salvadoreña 
por nacimiento, o bien para verificar el tipo de contrato que vincula al trabajador. 

Observamos con preocupación las escasas respuestas que ha expuesto aquí, en esta 
Comisión, el Gobierno de El Salvador con respecto al objeto de análisis de esta Comisión y las 
observaciones de la Comisión de Expertos con respecto a la aplicación del Convenio. 

La libertad sindical en El Salvador requiere de una afirmación definitiva que materialice 
los compromisos que el Gobierno ha manifestado en sus memorias y en oportunidad de su 
comparecencia en la Conferencia y en esta Comisión. 

Los sindicatos van a devolver ese reconocimiento con participación y calidad democrática 
para el país en su conjunto. 

Chairperson – Now I give the floor to Luis Fernández Flores, Employers’ delegate from 
Costa Rica. 
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Miembro empleador, Costa Rica (Sr. FERNÁNDEZ FLORES) - El sector empleador de 
Costa Rica mira con mucha preocupación el caso ya reiterativo de violación al Convenio por 
parte del Estado salvadoreño. 

Este es un Convenio de carácter fundamental, y como la propia OIT lo ha señalado: «estos 
Convenios son fundamentales para garantizar los derechos de los seres humanos en el 
trabajo, con independencia del nivel de desarrollo de los Estados Miembros». Estos derechos 
son condición previa para el desarrollo de los demás, debido a que proporcionan el marco 
necesario para esforzarse en mejorar libremente las condiciones de trabajo individuales y 
colectivas. 

Este tipo de Convenio son la base para el funcionamiento del sistema de normas 
internacionales del trabajo. Una sociedad que no estimule el diálogo social tripartito y que no 
permita a nivel interno de cada país asegurar la participación de empleadores y trabajadores, 
no es una democracia plena y no podrá lograr términos equitativos de empleo ni condiciones 
de trabajo decente para el beneficio de todos. 

Desconocer el rol de las organizaciones más representativas, ya sea de los empleadores 
o de los trabajadores, y obligar a sus afiliados a renunciar a su membresía mediante la 
negación de autorizaciones rutinarias y especiales que gestionan en las oficinas públicas y que 
las empresas requieren para su normal funcionamiento, tales como permisos de construcción, 
de exportación, de importación, sanitarios y de medio ambiente, entre otros, son prácticas 
coercitivas y abusivas, que transgreden la libertad de asociación que resguarda el Convenio.  

Al igual que lo señala la Comisión de Expertos, el sector empleador costarricense insta al 
Gobierno de la República de El Salvador a que se abstenga de continuar perpetrando actos de 
hostilidad, intimidación y agresión e interferir en la constitución y las actividades de las 
organizaciones de empleadores y trabajadores, con especial énfasis en la ANEP.  

Para que haya diálogo social y tripartismo deben existir organizaciones de trabajadores y 
de empleadores sólidas e independientes, con capacidad técnica y con acceso a la información 
necesaria, voluntad política, respeto de las partes y el compromiso de todos hacia el respeto 
de los derechos fundamentales como la libertad sindical. Por lo anterior, es importante que se 
permita a la ANEP participar de los espacios de diálogo social que le corresponden, a fin de 
fortalecer la democracia, lo que necesariamente repercutirá en beneficio del desarrollo del 
país. 

Finalmente solicitamos al Gobierno reincorporar a la ANEP a los espacios de diálogo 
tripartito como la organización más representativa del sector salvadoreño.  

Chairperson – Now I give the floor to Mr Alejandro Áviles Gómez, Workers’ delegate from 
Mexico. 

Miembro trabajador, México (Sr. AVILÉS GÓMEZ) - Hablo en nombre de la Unión 
Nacional de Trabajadores de México para comentar la situación persistente respecto de las 
violaciones sistemáticas al Convenio. Muestra de ello es la exigencia de un mínimo de 35 
miembros para constituir un sindicato de trabajadores en el sector público. El Comité de 
Libertad Sindical ha considerado que un mínimo de 20 miembros para la constitución de un 
sindicato no parece constituir una cifra exagerada, en sentido contrario, exigir un mínimo de 
35 constituye un obstáculo para la formación de sindicatos, disposición que no es acorde con 
el Convenio, puesto que se vulnera el derecho de constituir organizaciones sindicales al 
establecer requisitos difíciles de satisfacer. 
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Es absolutamente inaceptable que el Gobierno de El Salvador continúe retrasando la 
entrega de credenciales a las organizaciones de los trabajadores, una práctica que constituye 
una clara violación al derecho de sindicación. Este obstáculo administrativo no solo impide el 
funcionamiento efectivo de las organizaciones salvadoreñas, sino que también menoscaba su 
capacidad para representar y defender adecuadamente los intereses de sus miembros. Al 
obstruir el proceso de acreditación, está negando a los trabajadores el derecho fundamental 
de asociarse y organizarse libremente, prerrogativa que representa un pilar esencial en 
cualquier sociedad democrática y justa. 

El Comité de Libertad Sindical ha señalado repetidamente que las demoras en los 
registros de organizaciones y la discrecionalidad excesiva de las autoridades competentes 
representan serios impedimentos para la creación de sindicatos. Estas prácticas son una 
violación flagrante al Convenio, que garantiza el derecho a crear organizaciones sin necesidad 
de autorización previa. Al persistir en estas acciones, el Gobierno no solo desobedece las 
normativas internacionales, sino que también erosiona la confianza en las instituciones y 
vulnera los derechos de los trabajadores, socavando la base misma de la libertad sindical. 

Ahora bien, el requisito de ser salvadoreño por nacimiento para poder ser miembro de la 
junta directiva de un sindicato, constituye una discriminación por nacionalidad a las personas 
extranjeras para ocupar cargos de dirección en los sindicatos, lo anterior contradice lo 
señalado las disposiciones del Convenio, situación que no debe seguir prevaleciendo. 

Es imperativo que el Gobierno acepte la asistencia técnica para adecuar la legislación 
interna a los principios de libertad sindical y derecho de sindicación. La armonización de las 
leyes nacionales con estos principios es fundamental para fomentar el diálogo social. Por lo 
tanto, le solicitamos que inste al Gobierno de El Salvador a tomar medidas concretas y 
proactivas para aprovechar esta oportunidad de asistencia técnica, asegurando así un respeto 
pleno de los principios de libertad sindical y derecho de sindicación. 

Chairperson – Now I give the floor to Mr Eduardo Ocampo Bautista, Employers’ delegate 
from Mexico. 

Miembro empleador, México (Sr. OCAMPO BAUTISTA) - Por lo que hace al caso de 
El Salvador, la delegación de empleadores de México externa su profunda preocupación por 
el desarrollo y comportamiento que ha tenido el Gobierno de esa nación. 

Hay que resaltar que El Salvador ha sido denunciado ante esta Comisión en más de 
seis ocasiones por diversas violaciones a los convenios, la última vez en el año 2023 por el 
Convenio núm. 144. De igual forma, resaltar que la Comisión de Expertos ha tenido más de 
nueve observaciones, desde 2013, siendo la última en 2023. 

Es importante señalar que esta Comisión en 2023 instó al Gobierno a que cesara 
inmediatamente todo acto de violencia, amenaza, persecución, estigmatización, intimidación 
o cualquier otra forma de agresión contra personas, organizaciones, en relación tanto con el 
ejercicio de actividades sindicales, así como de las actividades de las organizaciones de los 
empleadores, y a que tomara medidas para garantizar que dichos actos no se repitieran. En 
particular, en lo que se refiere a la ANEP y sus entidades afiliadas. 

Cabe mencionar que el Informe Mundial de Derechos Humanos de 2024, señaló que, en 
El Salvador, por lo que hace a la libertad de asociación y reunión, el Gobierno menoscabó la 
autonomía y eficacia de los sindicatos. Además, el Gobierno impuso restricciones injustificadas 
a los procesos de inscripción en el registro de sindicatos y acreditación de las juntas directivas 
sindicales, y que el Gobierno y sus aliados en la Asamblea Legislativa han desmantelado 
sistemáticamente el sistema de contrapesos democráticos. 
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Si bien es cierto que la Comisión tomó nota de la misión tripartita de alto nivel, aceptada 
por el Gobierno en mayo de 2022, también lo es, por desgracia, que en El Salvador cinco 
Convenios de la OIT fueron ratificados sin consultar a las organizaciones de los empleadores 
más representativas. 

Es por ello que solicitamos que dentro de las conclusiones de esta Comisión se reitere la 
solicitud del Gobierno de abstenerse de cualquier agresión o injerencia a la constitución y 
actividades de las organizaciones de empleadores, en particular de la ANEP; se respete la plena 
autonomía de la asociación de empleadores más representativa y que, mediante el diálogo 
social, se garantice su pleno funcionamiento sin injerencia alguna. 

Chairperson – Now I give the floor to Ms Laura Gimenez, Employers’ delegate from 
Argentina. 

Miembro empleadora, Argentina (Sra. GIMÉNEZ) - El sector empleador argentino 
agradece la información suministrada por las autoridades de El Salvador ante esta Comisión. 
Sin embargo, y a la luz de los elementos de este caso, debemos expresar la profunda 
preocupación que nos genera encontrarnos con un escenario de graves brechas de 
cumplimiento con los principios de la libertad sindical. 

Pese a que este es el primer año en que se discute la implementación de este Convenio 
en la Comisión, tomamos nota con preocupación de que no se han implementado en el país 
medidas que respondan a las recomendaciones realizadas por la Comisión del año 2023, que, 
aunque referidas al Convenio núm. 144, tienen plena implicancia en este caso. 

Efectivamente, en sus conclusiones del 2023, la Comisión tomó nota con profunda 
preocupación de las múltiples alegaciones de injerencia por parte de las autoridades en el 
nombramiento de los representantes de los empleadores y de los trabajadores en los órganos 
públicos tripartitos y paritarios, e instó al Gobierno a tomar medidas para garantizar el cese 
de todo acto de violencia e intimidación; así como de toda injerencia indebida en la vida interna 
de las organizaciones de empleadores y trabajadores. Estas solicitudes siguen a la fecha 
vigentes. 

Al respecto, es necesario destacar lo que en esta Comisión se ha venido sosteniendo: el 
pleno respeto de las libertades civiles es un elemento fundamental para el ejercicio de la 
libertad sindical y, que los derechos conferidos a las organizaciones de trabajadores y 
empleadores, solo pueden alcanzarse en un contexto de respeto y garantía de los derechos 
civiles y políticos, como la libertad de expresión, la seguridad de las personas y los derechos 
de defensa y el debido proceso, como garantía de la prohibición de detenciones arbitrarias. 

Esperamos que el compromiso expresado por el Gobierno se traduzca en la 
implementación tempestiva de las medidas necesarias para garantizar el cese de todo acto de 
violencia, intimidación o cualquier otra forma de agresión contra personas u organizaciones 
sindicales de trabajadores y empleadores, y a que tome medidas para garantizar que dichos 
actos no se repitan, en particular en lo que se refiere a la organización más representativa de 
empleadores del país —la ANEP— y sus entidades afiliadas. 

Tomamos nota del pedido de asistencia técnica realizado por el Gobierno y le animamos 
a trabajar en conjunto con la Oficina en seguimiento a las recomendaciones que surjan de esta 
Comisión para garantizar la conformidad tanto en la legislación nacional como en la práctica 
con el Convenio. 

Chairperson – Now I give the floor to Mr Alexandre Herculano Furlan, Employers’ 
delegate from Brazil. 
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Miembro empleador, Brasil (Sr. FURLAN) - Como saben, no es la primera vez que el caso 
está en esta Comisión, ni tampoco en el Comité de Libertad Sindical. Hace casi una década que 
se analiza continuamente en la OIT el continuo desprecio al principio y al derecho fundamental 
de libertad de asociación y de derecho de organización, especialmente de los empleadores, en 
El Salvador.  

En el último año, bajo el enfoque del Convenio núm. 144, la Comisión de Expertos, y esta 
Comisión reconocieron que no se están respetando los derechos de la ANEP como 
representante de los empleadores a lo largo de los últimos años. Se destacó, en general, que 
esta situación se mantuvo y, en algunas situaciones, se agravó. 

En este sentido, vale la pena reforzar que el Informe de la Comisión de Expertos de 2024 
pide expresamente, después de recapitular las observaciones hechas por la Organización 
Internacional de Empleadores en el sentido de que sigue habiendo agresión e interferencia en 
relación a la ANEP, que cesen todos los actos de violencia, amenazas, estigmatización, y otros 
contra los individuos u organizaciones, para garantizar, en la legislación y en la práctica, el 
ejercicio de la libertad de asociación y del derecho de organización, lo que protege tanto a los 
empleadores, como a los trabajadores. 

Reitero: el desprecio a la libertad de asociación y a la libertad de organización es muy serio 
en la visión de los empleadores. No en vano se trata de un principio y de un derecho 
fundamental del trabajo, y estos elementos hacen que la resolución de este caso reiterado de 
El Salvador sea cada vez más urgente. 

Por lo tanto, no hay duda sobre la necesidad de que se tomen medidas necesarias por 
parte de esta Comisión para retomar y asegurar la autonomía de la representación 
empresarial de El Salvador. 

De la misma forma, es necesario rescatar el derecho de las empresas de ejercer 
libremente su derecho de asociación. Por eso, entendemos que la OIT siga actuando, dando al 
caso la necesaria urgencia, para restaurar el respeto y la autonomía para los representantes 
de los empleadores de El Salvador, en especial la ANEP. 

Chairperson – Now I give the floor to Mr Pablo Bobic, Employers’ delegate from Chile. 

Miembro empleador, Chile (Sr. BOBIC) - La libertad sindical, prevista en el Convenio, 
deriva del derecho de asociación y sus convenios reconocen y protegen derechos de los 
trabajadores y de los empleadores. 

El Convenio es claro en reconocer que los Estados deben garantizar el ejercicio de la 
libertad sindical sin imponer condiciones o requisitos arbitrarios para la conformación y 
permanencia de las organizaciones de trabajadores y empleadores. 

La Comisión concluyó el año pasado que en El Salvador existen múltiples injerencias de 
las autoridades de Gobierno en la designación de los representantes empleadores y 
trabajadores en las instancias de diálogo tripartito y paritario. 

Lamentablemente, tenemos que decir que esta situación no ha cambiado perjudicando 
la actuación de la ANEP en su carácter de organización empresarial más representativa de 
El Salvador. 

Por otra parte, hay un punto que vale la pena enfatizar porque no siempre se entiende: la 
labor de los gremios empresariales es promover la libre iniciativa privada y las mejores 
condiciones posibles para el surgimiento de más y mejores empresas sostenibles. Y en ese 
sentido, es su obligación hacer propuestas a las autoridades de turno que faciliten la actividad 
empresarial y la generación de empleos formales. 
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Vale la pena destacar esto, porque a veces los Gobiernos piensan que los gremios 
empresariales realizan y promueven actuaciones con sesgos políticos. Al respecto, se debe 
precisar que todas las personas tienen derecho individualmente a tener una opción política 
pero los gremios empresariales bregan por los intereses generales de sus empresas 
asociadas; independientemente de la tendencia del Gobierno de turno sea este de izquierda, 
centro o derecha. 

Finalmente, hay que recordar que la libertad sindical es positiva y negativa porque a 
ninguna persona o empresa se le puede negar su derecho a afiliarse a un sindicato o de 
asociarse a un gremio empresarial, pero tampoco a ninguno se le puede obligar a tener que 
hacerlo para poder trabajar o desarrollar con éxito su labor empresarial. Esto es muy 
importante, porque siempre puede existir la tentación de crear organizaciones sindicales o 
empresariales afines a los Gobiernos de turno, atentando contra la libertad sindical. 

Por último, hacemos votos por que el Gobierno de El Salvador retome cuanto antes el 
diálogo con las organizaciones de empleadores y trabajadores más representativas del país, y 
se genere un auténtico y sincero reencuentro de los distintos actores sociales con miras a 
retomar el diálogo social que requiere El Salvador para la búsqueda conjunta del bien común. 

Chairperson – Now I give the floor to Mr Roberto Suarez Santos, representative of the 
International Organisation of Employers. 

Miembro empleador, Organización Internacional de Empleadores (OIE) (Sr. SUÁREZ 
SANTOS) - Hablo en nombre de la Organización Internacional de Empleadores, organización 
que aglutina a organizaciones de empleadores independientes en más de 145 países. Como 
han dicho pasadas intervenciones, el caso de El Salvador por la violación de distintos convenios 
lleva más de ocho años siendo examinado por esta Comisión y por la Comisión de Expertos. 

Es claro que el Gobierno de El Salvador ha cometido y sigue cometiendo actos de 
injerencias, amenazas e intimidaciones hacia la organización empresarial más representativa, 
la ANEP. 

Últimamente, estos actos se canalizan a través de amenazas directas a las empresas o a 
los presidentes de los gremios que forman parte de la organización. Se les exige que retiren 
su membresía de la ANEP e incluso se les amenaza con afectar su patrimonio. 

La Comisión de Expertos sigue instando al Gobierno a que, en consulta con los 
interlocutores sociales, tome cuanto antes todas y cada una de las medidas que le instó esta 
misma Comisión para cesar las hostilidades. 

La ANEP este año no ha sido acreditada a participar en esta Conferencia. Si en foros 
internacionales el Gobierno excluye a la ANEP de la representación tripartita resulta claro lo 
que puede suceder en el día a día en el ámbito nacional, por más que el representante del 
Gobierno nos llene esta Comisión de palabras, los hechos indican que la ANEP sigue siendo 
excluida. 

El Gobierno de El Salvador presume de mejoras en la seguridad ciudadana y en la 
estabilidad política. Nosotros estamos convencidos de que no hay sostenibilidad si no hay 
Estado de derecho ni libertad de asociación, que es lo que examinamos en este Convenio. 

El respeto a la libertad de asociación se debe verificar con independencia del color o 
ideología del Gobierno, incluso aunque se trate de Gobiernos que presuman de favorecer el 
desarrollo empresarial. Esto es lo que nos hace creíbles y no es sostenible ni compatible con 
los principios y derechos fundamentales de la OIT una actuación que daña el Estado de 
derecho y la independencia del Poder Judicial y la libertad de expresión de una manera tan 
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obscena y flagrante. Cualquiera que quiera profundizar en la situación de El Salvador apenas 
tiene que recurrir a la diversidad de medios que refieren a las violaciones de libertad de 
expresión. 

De nuevo, consideramos este caso como un caso preocupante e instamos al Gobierno a 
acometer medidas que respeten la representatividad de la ANEP. Cualquier medida que se 
tome en este sentido, quiero subrayar, tendrá nuestro apoyo constructivo. 

Chairperson – There are no more requests for the floor. So, now I invite the Government 
representative of El Salvadro, Mr Joel Adonay De Paz Flores to take the floor for his final 
remarks. 

Representante gubernamental (Sr. DE PAZ FLORES) - Hemos tomado nota de los 
comentarios vertidos por los representantes de los trabajadores, de los empleadores y de los 
Gobiernos. 

A pesar de conocer este espacio, nos sorprende el lenguaje utilizado en sus 
posicionamientos. En nuestro caso, hemos venido a presentar nuestro informe con la mejor 
voluntad de atender y esclarecer los comentarios de la Comisión de Expertos. Sin embargo, a 
pesar de notar que dicha apertura no es compartida por todos los sectores, procedemos a 
atender los comentarios vertidos en este espacio. 

Respecto a los avances de los casos de los sindicalistas, quien en vida fueron los 
Sres. Victoriano Abel Vega y Weder Arturo Meléndez, reitero lo mencionado en mi intervención 
inicial. 

Respecto al Sr. Meléndez, he indicado que la Fiscalía General de la República identificó y 
capturó a los responsables, siendo tres miembros de la pandilla 18 revolucionarios, los mismos 
que están a la espera de un juicio condenatorio y que, al tener una resolución final, 
remitiremos el informe pertinente al Comité de Libertad Sindical. Sin embargo, consideramos 
que, en el contexto de delincuencia en el que se encontraba el país, la resolución que se tiene 
al momento es muy significativa. 

Por otro lado, al igual que en el caso del Sr. Meléndez, para el caso del Sr. Vega se han 
realizado exhaustivas investigaciones encontrándose, como ya dije, en una etapa de 
individualización de responsables con el fin de proceder a juicios. Vale la pena recordar que 
este caso estaba archivado por el órgano judicial y que ha sido precisamente este Gobierno 
quien solicitó su reapertura para una pronta y cumplida justicia. Siendo nosotros respetuosos 
de la división de poderes y conscientes de nuestras obligaciones, haremos el respectivo 
seguimiento a los avances. 

En relación a los comentarios sobre la ANEP queremos decir enfáticamente que en el país 
se respeta plenamente el accionar de las diferentes asociaciones de los empleadores, incluida 
la ANEP. Esto incluye la elección libre e independiente de sus representantes. Todos sus 
dirigentes, al igual que todos los ciudadanos, tienen asegurado el derecho de libre expresión 
y organización. Eso no quita la posibilidad de trasladarles la realidad sobre la ANEP. 

Nos sorprende en su discurso y parece que sus alegatos son eminentemente políticos, 
como es la naturaleza de la ANEP. Aquí tengo impresas las publicaciones de las gremiales 
asociadas a la ANEP: la Cámara Americana del Comercio de El Salvador, la Cámara de la 
Industria de Textil, la Cámara de la Industria de la Construcción, la Corporación de 
Exportadores de El Salvador, la Industria de Farmacia, la Asociación Salvadoreña de Ganaderos 
e Industriales de la Leche, la Cámara de Comercio e Industria de El Salvador, la Asociación 
Salvadoreña de Industriales, la Asociación Cafetalera de El Salvador, la Cámara Alemana de 
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Comercio e Industria. Todas estas asociadas a la ANEP y todas ellas muestran un respaldo al 
Gobierno, y han, además, mostrado su anuencia para construir juntos un mejor país. 

La postura de la ANEP es contraria a la de los sectores que dice representar, por lo que 
deja la duda razonable de su representatividad; pero aún más, hay miles de empleadores de 
todos los tamaños y sectores que manifiestan sentirse seguros. Ellos tuvieron que lamentar la 
muerte de sus empleados y las enormes extorsiones. Expresan su apoyo y anuencia para 
provechar este espacio para la generación de oportunidades y el emprendimiento en el país. 

Para que se conozca en este espacio, la ANEP nunca denunció a nivel internacional 
durante los veinte años de Gobierno de ARENA, ya que eran ellos quienes tenían cooptado el 
Estado. 

Durante los Gobiernos de ANEP, crearon instancias bipartitas y jamás se preocuparon por 
la incorporación de los trabajadores en ese espacio. El discurso de ANEP corresponde a su 
ideología partidaria que otrora imperaba en el país. Fue su cúpula la que tomaba las decisiones 
dentro del Gobierno, que ponía y quitaba presidentes y ministros, y decía qué leyes aprobar y 
cuáles no. Es simplemente el recuerdo que tuvieron en otros tiempos que los hace querer 
permear en estas esferas un discurso que no tiene un fin empresarial, sino político. 

No obstante, conscientes de su naturaleza política, en nuestro país su accionar, el accionar 
de la ANEP, es totalmente respetado y, además, pueden hacerlo en un ambiente de total 
seguridad. 

Sobre la necesidad de reformas laborales, este es un tema en el que se tiene pleno 
conocimiento y coincidimos que deben reducirse los requisitos para formar sindicatos, ampliar 
la vigencia de las credenciales y reducir la tramitología para su obtención, reducir el número 
de trabajadores necesarios para conformar un sindicato y la posibilidad de poder inscribirse 
en más de un sindicato, entre otras observaciones realizadas por el Comité de Expertos. 

Somos conscientes de que tenemos un Código del Trabajo que data de 1972 y que no 
corresponde a la realidad laboral actual. Es más, tiene en muchos sentidos restricciones a la 
defensa de los derechos de los trabajadores y prerrogativas que fueron establecidas por los 
grupos de poder en su momento. Este es un desafío que requiere una amplia discusión y 
consenso de todos los sectores. Por lo que les invitamos a aportar en este proceso de discusión 
de la reforma del Código del Trabajo, a la vez que solicitamos la asistencia técnica de la OIT. 

En relación a la disolución de instituciones y a la creación de nuevas instancias, esto está 
alineado con un proceso de modernización del Estado, y todo ha sido realizado siguiendo los 
procesos e instancias establecidas en nuestro marco normativo. 

Respecto a la acreditación de la parte empleadora, hay que decir que ya se remitió el 
informe a la Comisión de Verificación de Poderes. 

Tomamos nota del amplio interés de los empleadores en este caso. Por ello, hacemos 
propicia la ocasión para extender una invitación a nuestro país para que puedan constatar las 
condiciones por su propia cuenta. También les invitamos a promover escenarios de generación 
de empleo decente, siendo ese uno de los principales objetivos que debemos seguir. 

En vista de que el espacio no nos permite abordar puntualmente todos los comentarios 
vertidos, tomamos nota de los mismos y procederemos a remitir los informes 
correspondientes a los órganos de control de la OIT, no sin antes reiterar nuestra solicitud del 
acompañamiento y cooperación técnica de esta institución para avanzar hacia el pleno 
cumplimiento de la libertad sindical en El Salvador. 



 CAN/PV.14 24 
 

Chairperson – Thank you very much for the information and your participation and the 
work of the Committee, and now I give the floor to Mr Marc Leemans, Workers’ Vice-
Chairperson to make his final statement. The floor is yours.  

Worker members – During previous sessions of our Commission, the Workers’ group 
acknowledged some progress by the Government, such as the ratification of several ILO 
Conventions in response to demands of trade union organizations. However, it is evident that 
these advances have been minimal and mostly symbolic, as many of the commitments made 
have not been fulfilled since the High-Level Tripartite Mission of the ILO in May 2022. 

The Committee of Experts has repeatedly highlighted the lack of concrete action 
regarding the murder of union leader Victoriano Abel Vega in 2010. Despite repeated requests 
from the Committee on Freedom of Association for the Government to identify and sanction 
those responsible, no real progress has been made. I welcome the statement of the 
Government that this at short term will be done. But let us hope.  

Additionally, the Government continues to ignore recommendations to review 
constitutional and legislative provisions that exclude certain categories of public servants from 
the right to organize and hinder the formation of unions. 

The requirement to renew union executive boards annually, established in the Labour 
Code, is a clear obstacle to trade union freedom. This is a very bureaucratic process, it can take 
up to nine months, sometimes five days, but also nine months, and this paralyzes union 
activity, it prevents the request for labour inspections, it blocks collective bargaining and the 
Government has ignored recommendations to eliminate these excessive requirements, 
demonstrating a lack of real commitment to freedom of association.  

In June 2023, the Government was urged to reactivate the Superior Labour Council and 
other tripartite bodies with clear and objective standards. However, the Superior Labour 
Council has not met since May 2022, and other tripartite instances lack union representation. 
The recent dissolution of the Labour Committee of the Legislative Assembly in June of this year, 
only aggravates the situation, leaving any pending legislative reform in limbo. What will 
happen to it? 

So, the lack of effective action and continuous legislative and practical restrictions 
demonstrates a worrying negligence by the Government in guaranteeing the trade union 
rights of Salvadoran workers. 

And for this reason, we are compelled to reiterate some of the conclusions of previous 
sessions of our Commission.  

We urge the Government to: 

1. urgently and as a priority, dedicate all necessary efforts to expedite and conclude all 
investigations related to the murders of union leaders, so that those responsible, both 
material and intellectual, are identified but also sanctioned as soon as possible. 

2. end delays in the issuance of credentials to Workers’ organizations; 

3. ensure that all Workers’ organizations enjoy the rights and freedoms established in the 
Convention and that they are fully included in tripartite consultation and social dialogue; 

4. reactivate, without delay, the full functioning of the Superior Labour Council and other 
tripartite bodies; 

5.  adopt without delay all necessary measures to repeal the legal obligation for unions to 
request the renewal of their legal status every 12 months; 
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6. develop a roadmap with determined deadlines to promptly implement all the 
recommendations made by the 2022 High-Level Tripartite Mission of the ILO and the 
Commission’s recommendations related to the Convention. 

Chairperson – Now I give the floor to Mr Fernando Yllanes Martínez, Employer 
spokesperson to make his final statement. 

Miembros empleadores - En nuestras consideraciones finales, primero queremos 
reiterar nuevamente nuestro agradecimiento al Gobierno de El Salvador por la información 
suministrada a esta Comisión, y le decimos abierta y francamente que esperamos que su 
compromiso ante la OIT se traduzca en hechos concretos y en el cumplimiento cabal de las 
recomendaciones y requerimientos formulados. 

Tengo que mencionar un ejemplo de la discrepancia que observamos entre lo dicho y lo 
realizado por el Gobierno, un ejemplo simple: el Gobierno no consultó al ANEP la designación 
de delegados a esta Conferencia. ¿Qué más? En fin, vamos a continuar. 

Los empleadores agradecemos también a los delegados que han participado en esta 
reunión y los aportes que han realizado para este caso. 

Hacemos eco de lo señalado por el portavoz del Grupo de los Trabajadores, que refleja 
claramente el incumplimiento por parte del Gobierno que se ha venido mostrando hasta 
ahora, y compartimos preocupaciones. Las recomendaciones que ha formulado el 
representante del Grupo de los Trabajadores son totalmente aceptables para nosotros, así es 
que las reproducimos. 

Quisiéramos añadir a esto que las conclusiones deben hacer referencia y replicar en lo 
que corresponda las conclusiones que ya se establecieron en la discusión del año 2023 
relativas al Convenio núm. 144. Por razón de la vinculación de ambos casos, no solo dicha por 
mí, sino también reconocida por la Comisión de Expertos expresamente en su Informe. 

Adicionalmente, nos parece necesario que se establezca lo siguiente: 

1) que previa consulta con las organizaciones de los empleadores y de los trabajadores 
independientes y representativas, tome las medidas para garantizar el cese definitivo de 
toda forma de agresión en contra de personas u organizaciones en relación tanto con el 
ejercicio de actividades sindicales legítimas como con las actividades de las 
organizaciones de empleadores, de sus directivos y miembros, y prevenir que vuelva a 
ocurrir esto en el futuro. Se debe garantizar que no se repitan estos ni otros actos de 
hostilidad e interferencia en contra de la ANEP y sus afiliadas y que se respete la libertad 
de los empleadores respecto de sus organizaciones. El rol político que atribuye el 
representante del Gobierno a la ANEP está fuera de esta discusión; si en el pasado hubo 
organismos solo bipartitos es una responsabilidad del Gobierno y no puede ser atribuible 
a las organizaciones sindicales o a las de empleadores. Seguramente hicieron los reclamos 
correspondientes en su oportunidad. Esto no justifica en absoluto que a tiempo presente 
se haga a un lado y se ignore a una organización representativa como lo es la ANEP; 

2) proporcione de inmediato información detallada, indicando las medidas tomadas para 
garantizar que no se repitan estos ni otros actos de hostilidad e interferencia y para 
garantizar el respeto de la libertad de los trabajadores y de los empleadores para 
constituir las organizaciones que estimen convenientes, organizar su administración y 
actividades y formular su programa de acción sin intervención de las autoridades 
públicas, libres de los citados actos de agresión; 
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3) que dirija en forma prioritaria todos sus esfuerzos para agilizar y concluir las 
investigaciones sobre los homicidios que ya se han mencionado; 

4) que provea información detallada sobre el contenido y el estado del trámite 
parlamentario de las reformas dirigidas a garantizar la coherencia de las normas 
nacionales con el Convenio, incluida la propuesta de reforma al Código Penal y de los 
procesos de consulta con los actores sociales que existan en torno a estas iniciativas y los 
resultados obtenidos, y 

5) que tome las medidas necesarias para revisar las reglas aplicables a la inscripción de las 
juntas directivas para garantizar el derecho de las organizaciones para constituirse y 
elegir libremente a sus representantes. 

Es evidente y así lo ha identificado la Comisión de Expertos en su Informe, que los hechos 
y violaciones correspondientes y atribuibles al Convenio están íntimamente vinculados a la 
discusión sostenida en 2023 respecto al Convenio núm. 144, como ya he mencionado. Por esta 
razón reiteramos el planteamiento que hizo esta Comisión en sus conclusiones relativas a este 
caso. En este sentido, resulta necesario establecer una misión de contactos directos. 

Queremos hacer la solicitud expresa de que se establezca esta misión de contactos 
directos. Nos parece que tiene plena congruencia con todas las preocupaciones que tenemos, 
con el interés que ha manifestado el Gobierno para cumplir con todas las obligaciones 
contraídas a través de la ratificación de los convenios y con la hoja de ruta que debe existir 
para el cumplimiento de los compromisos ya adoptados con anterioridad. 

Chairperson – It concludes the discussion of this case. The conclusions will be adopted 
on Thursday, 13 June in the morning. 

And now, before moving on to the next case, we take a three-minute break. 

The sitting closed at 12 p.m. 

La séance est levée à 12 heures. 

Se levantó la sesión a las 12 horas. 


